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El Colexio Oficial de Traballo Social de Galicia (COTSG) valora
positivamente la iniciativa de dotar a la violencia vicaria de un marco
normativo específico, reconociéndola expresamente como manifestación
de la violencia de género y fortaleciendo la protección integral de la
infancia y adolescencia. No obstante, se considera necesario reforzar
determinados aspectos técnicos y operativos para garantizar la
efectividad de la norma y su correcta implementación territorial, evitando
duplicidades normativas y asegurando la coordinación real entre sistemas.

1.XUSTIFICACIÓN
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2. DIAGNÓSTICO TÉCNICO
Desde la práctica profesional del trabajo social, se identifican las siguientes
lagunas estructurales en la atención a la violencia vicaria:

Insuficiente detección temprana y evaluación del riesgo: los
protocolos actuales no incorporan indicadores específicos de violencia
vicaria ni mecanismos eficaces de comunicación interinstitucional.
Fragmentación de la respuesta institucional, con intervenciones no
coordinadas entre juzgados, servicios de protección a la infancia y
redes asistenciales.
Carencia de formación especializada con enfoque de género e
infancia en los equipos técnicos y profesionales de referencia en las
diferentes áreas de sanidad, educación, servicios sociales y servicios
judiciales.
Falta de recursos de atención psicosocial sostenida para menores
víctimas indirectas y directas.
Debilidad del seguimiento post-sentencia y post-medidas cautelares,
lo que dificulta la prevención de nuevos episodios.



A continuación se detallan propuestas de mejoras en diferentes aspectos.

3.1. En materia de detección y valoración del riesgo
Incorporar de forma expresa la obligación de desarrollar un protocolo
estatal de detección precoz de violencia vicaria, con indicadores
específicos y procedimientos coordinados entre sistemas (educativo,
sanitario, judicial y social).
Establecer equipos interdisciplinares especializados en el sistema
educativo, estableciendo por ratios un equipo formado por una
trabajadora social, una piscóloga, una enfermera y agente de
igualdad), con capacidad de emitir informes integrales sobre riesgo
vicario y otras aspectos, así como coordinarse con los diferentes
sistemas (educativo, sanitario, judicial y social).
Garantizar la interoperabilidad de los registros entre las distintas
administraciones públicas, en coherencia con la medida 347 del Pacto
de Estado, asegurando que todas las instituciones implicadas en la
atención y prevención de la violencia vicaria trabajen sobre
información integrada, actualizada y coherente. Ello permitirá evitar
vacíos o duplicidades, facilitar la detección temprana del riesgo,
reforzar la protección efectiva de los menores y mejorar la evaluación y
seguimiento de las políticas públicas en esta materia.

3.2. En formación y capacitación profesional
Incluir en la ley la previsión de planes de formación continua obligatoria
para todas las personas profesionales de atención directa a la infancia
y mujeres víctimas, con contenidos en violencia vicaria, daño
transgeneracional, trauma infantil y coordinación institucional.
Asimismo, se propone que dichos planes contemplen metodologías
formativas efectivas que favorezcan la integración práctica del
conocimiento, más allá del aprendizaje teórico. En este sentido, se
recomienda priorizar metodologías presenciales, participativas y
socioafectivas, que incluyan dinámicas vivenciales, estudio de casos C
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PROPUESTA DE MEJORA
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reales y espacios de reflexión profesional, con el objetivo de fortalecer la
sensibilización, la empatía y la conexión con la realidad cotidiana de las
víctimas.

Incorporar al Trabajo Social como profesión esencial en la detección,
acompañamiento y seguimiento de casos de violencia vicaria,
conforme a su función legal de intervención social y protección.

3.3. En atención integral y reparación
Crear un circuito especializado de atención integral para menores
víctimas de violencia vicaria, inspirado en el modelo Barnahus,
garantizando atención psicológica, educativa y social coordinada.
Prever la financiación estable para programas de acompañamiento
social y comunitario post-victimización, con seguimiento longitudinal
de la recuperación de las personas menores.
Incorporar expresamente la reparación social, comunitaria, familiar y
educativa como dimensión de la reparación integral.

3.4. En medidas judiciales y de protección
Reforzar la prohibición de visitas y custodias compartidas en
supuestos con indicios o condena por violencia de género o vicaria,
priorizando siempre el interés superior de la persona menor de edad.
Establecer la presunción legal de riesgo en casos con antecedentes de
violencia machista acreditada.

3.5. En seguimiento y evaluación
Prever en la ley la creación de un Observatorio Estatal sobre Violencia
Vicaria, con participación de colegios profesionales y entidades
especializadas.
Establecer indicadores de evaluación y rendición de cuentas con
periodicidad anual, incluyendo el impacto en menores y familias.
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Elaborado por el Colexio Oficial de Traballo
Social de Galicia (COTSG), a través del

trabajo conjunto entre personal técnico y
profesionales colegiadas integrantes de la

Comisión Técnica de Infancia e Familia, y
del Grupo de Trabajo especializado en

Feminismos.

CONCLUSIÓN
El desarrollo de esta ley orgánica constituye una oportunidad decisiva
para fortalecer la respuesta institucional frente a la violencia vicaria, pero
su eficacia dependerá de la dotación de recursos, coordinación
interadministrativa y formación especializada.
 El Trabajo Social, como disciplina y práctica profesional, se ofrece a
colaborar activamente en el diseño de los protocolos, planes de formación
y sistemas de seguimiento que esta ley requiera, desde un enfoque de
derechos, género y protección integral de la infancia.


